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Mendoza, 23 de noviembre de 2021.

AUTOS  y  VISTOS:  Los  presentes  FMZ  25020000/2014,  caratulados:  “VERA 

MATURANA, Adolfo Juan c/ Banco Central de la República Argentina s/ daños y perjuicios”, y de 

cuyo estudio;

RESULTA:

I. Que a fs.  43/69 vta.,  el  Dr.  Leandro Nicolás Lanci,  en representación del  Sr.  

Adolfo Juan Vera Maturana, con el patrocinio letrado de los Dres. Alberto B. Bianchi y José Luis  

Correa inicia demanda de daños y perjuicios contra el Banco Central de la República Argentina (en  

adelante BCRA) en su carácter  de autor  de un hecho ilícito civil,  por  su persecución arbitraria, 

intemporal y en contradicción flagrante con todo lo que oportunamente había resuelto el Directorio  

del  BCRA por Resolución Nº 689/84 que declaró “la inexistencia de ilícitos en la operatoria del  

Banco Libertador C.L” y la Justicia (tanto en la quiebra y liquidación del banco, como en sede penal)  

en relación a la actuación del Dr. Adolfo Juan Vera Maturana al frente del Banco Libertador Coop.  

Ltdo.

Expone que la persecución financiera-administrativa que realizó el BCRA sobre el  

actor, tuvo una duración aproximada de más de 23 años en sede administrativa y luego 5 años en  

sede judicial, lo que ocasionó daños irreparables en su imagen, persona, prestigio y en el derecho  

de propiedad de su mandante; lo que ha mellado la salud psicofísica del actor 

Atento ello, solicita se condene al BCRA a pagar al actor la suma de $ 6.440.000  

y/o  la  suma  mayor  o  menor  que  resulte  de  la  prueba  a  rendirse,  con  más  los  accesorios  y 

actualizaciones monetarias que pudieren corresponder hasta el momento de su efectivo pago; con 

costas del proceso.

Relata los hechos y antecedentes del caso. 

Explica  inicialmente  que  el  expediente  administrativo  Nº  100963/84,  por  donde 

tramitó  el  Sumario  Financiero  Nº  646/84 se  inició  el  30/11/1984;  que  en  el  marco de dichas 

actuaciones el  Directorio del  BCRA, dictó junto con la intervención del  Banco Libertador  CL,  la  

Resolución N° 689/84, por medio de la cual se declaró la “inexistencia de ilícitos en la operatoria  

del Banco Libertador C.L.” (Resolución que jamás fue dejada sin efecto).

Refiere que luego de ello, el BCRA toma posesión del Banco Libertador C.L. y con 

fecha 06/12/1984, fueron desplazadas las autoridades del Banco Libertador LC; por lo que el Dr.  

Adolfo Juan Vera Maturana, en su calidad de Presidente y Gerente General de dicha entidad, por  
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medio  de  “acta  de  posesión”  hace  entrega  formal  de  la  posesión  del  Banco,  de  toda  la  

documentación y de la administración del mismo  al “delegado interventor” designado por el BCRA; 

por  lo  que  a  partir  del  día  06/12/1984  el  “delegado  interventor”  sustituyó  al  actor  en  sus 

responsabilidades jurídicas, de dirección y funcionales al órgano natural de gobierno  (el Consejo de 

la Administración) 

Destaca que la Resolución Nº 689/84, luego fue receptada por la Resolución del 

Directorio  Nº  643/87 (23/09/1987)  que  la  ratificó  cuando  expresó  que  “también  se  tuvo  en  

consideración el hecho de que las observaciones efectuadas por la última inspección actuante no  

señalaban hechos ilícitos” (actos administrativos que nunca fueron revocados).

Señala que, luego de la apertura del Sumario Nº 646/84 y sin resolución que dejara 

sin efecto las Resoluciones Nº 689/84 y 643/87 (ya citadas); el BCRA dictó una nueva Resolución 

-la Nº 836/89 (18/09/1989)- que ordenó la instrucción del sumario en los términos del art. 41 de la 

L.E.F, para determinar responsabilidades de los miembros del Banco Libertador C.L. 

Atento ello, señala que el desarrollo del Sumario Financiero Nº 646 fue anormal y 

antijurídico e implicó una contradicción e incongruencia con la Resolución del Directorio Nº 689/84,  

cayendo los funcionarios públicos que lo instruyeron en un incumplimiento grave e irregular de la ley 

20.539

Asimismo,  agrega  que  el  Sumario  Financiero  Nº  646/84  se  resolvió  en  abierta 

violación del art. 50 de la ley 21.526; ello por cuanto después del auto de quiebra peticionado por el  

BCRA, la entidad quedó sometida a las prescripciones de la ley 19.551. 

Alega en relación a ello que, el art. 50 de la ley 21.526 exige como presupuesto 

necesario previo que el Banco Central pida la quiebra al juez competente; entonces la extinción del  

sumario, debió ser consecuencia legal y natural de actos previos, formalizados por la autoridad  

monetaria ante el juez de la causa.

Señala que, el art. 168 de la L.C.Q (vigente en aquel momento) señalaba que “si  

existen acciones de responsabilidad iniciadas con anterioridad, en trámite, deberán continuar ante  

el juzgado del concurso”; entonces el BCRA careció de facultad legal alguna para proseguir irregular 

y antijurídicamente en competencia administrativa y persistir en la tramitación del referido sumario.  

Expone  que  efectivamente  el  proceso  cumplido  por  funcionarios  menores,  en 

términos jerárquicos a lo resuelto por el  Directorio del  BCRA, vulnera el art.  10 inc c) de la ley 
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20.539 que equipara en cuanto al grado de observancia obligatoria, la Carta Orgánica del ente a  

que pertenecen, leyes nacionales, decretos y resoluciones del directorio.   

Con posterioridad a ello, señala la sentencia de quiebra (de fecha 28/06/1988), que 

tramitó en autos nº 48.899, pedida por el BCRA y concedida por el Juez del Primer Juzgado Civil,  

Comercial  y  de  Minas  de  la  ciudad  de  San  Martin,  de  esta  provincia  de  Mendoza,  quien 

técnicamente  determinó  el  inexorable  fin  jurídico  del  Sumario  Financiero  Nº  646/84;  pero,  no 

obstante, éste continuó.

Dicha sentencia determinó que el período de cesación de pagos fue el 28/06/1986, 

es decir que el “periodo de sospecha” se produjo más de un año y medio después que el Sr. Adolfo  

Juan Vera Maturana, había dejado su cargo, entregado formalmente por medio de acta de posesión  

el  06/12/1984 la administración del  Banco Libertador  LC al  “delegado interventor”  (como ya se  

señaló supra); es decir que, durante el periodo de sospecha la entidad se encontraba administrada  

por el interventor designado.

Destaca que, no obstante ello, el BCRA dictó la Resolución Nº 836/89 por la que 

ordenó  la  instrucción  del  Sumario  Financiero  Nº  646  (que  ya  llevaba  5  años  y  6  meses  sin 

movimiento), con fecha 15/02/1990 se notifican las resoluciones de apertura de sumario.

Que  posteriormente  se  inició  un  “incidente  de  calificación  de  conducta”  (el  

10/12/1992, por expediente judicial Nº 35.338) con el objeto de que el juez evaluase con precisión  

jurídica la responsabilidad legal por la actuación que le cupo al Dr. Vera Maturana, en el ejercicio de 

sus funciones como Presidente y Gerente del Banco Libertador LC.

Agrega que con fecha 24/10/1995 la abogada y representante legal del BCRA y 

síndico del  Banco Libertador,  por  expresas instrucciones de su mandante,  solicita al  juez de la  

quiebra la caducidad y archivo de las actuaciones en el incidente de calificación de conducta; sin  

embargo, el sumario financiero Nº 646 continuaba en estado larval y sin resolverse. Aclara aquí que 

recién el 11/09/1995 se dictó en el sumario apertura a prueba.    

Expone que,  al  parecer,  los  abogados  del  BCRA entendían  que podían  revisar 

“intemporalmente” lo hecho judicialmente, incluso en contra de sus propios actos, cuando es obvio 

que toda estructura normativa de nuestro sistema jurídico es a la inversa, es decir: lo administrativo 

es revisable judicialmente; pero jamás lo visto y pasado en autoridad de cosa juzgada puede ser 

revisado administrativamente. 
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Concluye que su mandante fue sumariado desde el año 1984 hasta el año 2007, es 

decir más de 23 años; y en el año 2007 se concluyó el sumario y se impuso mediante Resolución Nº  

345 (del 22/11/2006, notificada al actor el 14/02/2007) la sanción de 7 años de inhabilitación y una 

multa de $ 720.000).

Que  contra  esa  Resolución  Nº  345/2006  se  interpuso  “recurso  directo”  ante  la 

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. Este recurso dio origen 

a los autos nº 27.992/2007 caratulados “VERA MATURANA, Adolfo J c/ BCRA s/Recurso Directo”,  

que luego fue acumulado a los  autos  Nº  34.609/2007 “SAN AGUSTÍN,  Raúl  y  ot.  c/  BCRA p/  

Recurso de Apelación” la que rechazo todas las defensas y confirmó la sanción. 

Explica que, ante la arbitrariedad de dicho fallo, se interpuso Recurso Extraordinario 

Federal, el que fue admitido por el Tribunal Cimero, quien dictó sentencia el 30/10/2012 y concluyó 

con el procedimiento declarando la inconstitucionalidad de todo el proceso administrativo realizado  

en violación al art. 8 inc. 1° del Pacto de San José de Costa Rica.  

Agrega que luego de todos los procesos seguidos contra el actor: de remoción de 

su  cargo  como gerente  general  e  intervención  del  Banco  Libertador,  procesamiento  penal  por  

denuncia efectuada por el BCRA, etc.; el Dr. Vera Maturana salió absuelto lisa y llanamente en sede 

penal  y en los incidentes de calificación de conducta promovidos por el  BCRA ante el  Juez de  

Quiebras, se pidió la caducidad y el archivo de los procesos por la propia abogada del BCRA.

Asimismo, expone que el Suprema Corte de Justicia de Mendoza resolvió la falta de 

responsabilidad del actor respecto del periodo de sospecha el 27/12/1991.

A continuación, detalla como punto V.3) la extensa formación académica del actor, 

a la cual me remito en honor a la brevedad.

Destaca que, luego de las denuncias recibidas y de las imputaciones sumariales 

vivió encerrado y con depresión por  mucho tiempo padeciendo una verdadera muerte civil  para 

ocupar cargos en relación a su especialidad “los bancos” 

Alega que esta persecución financiera y administrativa, ha causado un daño a la 

integridad de la persona: psicológico, moral y patrimonial; por cuanto la CSJN en un fallo unánime 

entendió que habían violado el plazo de razonabilidad del proceso y declaró la nulidad de todo lo 

actuado.
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Expone que los años perdidos no se pueden recuperar, pero sí es necesario tener  

presente,  que se busca  una  sentencia  reparadora  y  aleccionadora contra  el  poder  impune del  

BCRA, quien ha actuado irrazonablemente.

Concluye entonces que, frente a una actividad lícita del Estado –como es el poder  

de policía- se estaba actuando ilícitamente, en contra de la ley, por lo que nos encontramos frente a  

un caso de responsabilidad extracontractual del Estado por actividad ilícita. Cita jurisprudencia de la 

CSJN aplicable al caso. 

Dice  que  el  caso  debe  analizarse  a  través  de  la  responsabilidad  objetiva  

consagrada en el  art.  1112  del  Código Civil;  que en virtud de esa normativa se establece una  

presunción de causalidad por la cual el ente instructor BCRA resulta responsable del daño causado, 

a excepción que se demuestre la existencia de una causa extraña a esa relación, situación que no 

se configura. 

En el capítulo VII relativo a los daños sufridos reclama: 1) daño moral y 2) daño  

patrimonial-pérdida de la chance.

En relación al  daño moral alega que en este rubro también debe ser tenido en 

cuenta el daño a la vida de relación de la víctima, que se desenvuelve en planos diversos como son  

los sociales, familiares, etc.; expone que en el ámbito bancario el actor nunca volvió a tener cargos  

similares; en el universitario, perdió prestigio y en el social sufrió el enorme dolor “de ya no ser”.  

Desarrolla la perdida en el honor, sufrido por el actor y concluye que todo ello, engendra en su favor  

el derecho a obtener una reparación integral económica. 

Agrega que las repercusiones psicológicas negativas que provocaron el desarrollo 

del largo proceso sumarial tienen entidad suficiente para alcanzar la indemnización que determina el  

art. 1078 del CC. Dice que basta con mencionar los ofrecimientos laborales que tuvo el Dr. Vera  

Maturana y tomar como parámetro lo que en la actualidad percibe un gerente de sucursal de un  

banco. 

En fin, solicita como daño moral la suma de $ 2.700.000 a razón de $100.000 por  

cada año de persecución; tomando los 27 años de proceso (23 años de sumario financiero más los 

4 años de proceso judicial). 

En cuanto al daño patrimonial -pérdida de la chance-, da diversos ejemplos a tener 

cuenta como parámetro para calcular el monto a resarcir. Dice que puede multiplicarse $ 50.000 por 
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mes (sueldo de un gerente de sucursal- por 13 meses y a su vez por 17 años, desde los 48 años  

que tenía el actor cuando comenzó todo hasta los 65 años), se arriba a una suma de $ 11.050.000 

Da  otros  ejemplos  de  posibles  cálculos  para  arribar  a  un  monto  razonable 

indemnizatorio 

Funda en Derecho. Ofrece prueba y efectúa reservas 

II. A fs. 170/172, la parte actora amplia demanda y ofrece pruebas. 

III. A fs. 175 y vta., amplía demanda, se denuncia nueva prueba en poder de la 

demandada, y se ofrece testigos.

IV. A fs. 216/240, se presenta la Dra. Perla Ostropolsky como apoderada del Banco 

Central de la República Argentina (BCRA), 

Expone que este Tribunal resulta incompetente para entender en estos obrados, en 

tanto con fecha 03/12/2014, su mandante ha interpuesto  inhibitoria ante el Juzgado Nacional de 

Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal Nº 4, Secretaría n° 7, en autos “Banco  

Central de la República Argentina s/inhibitoria” (Expte. nº 70.548/2014), la que hasta la fecha no se 

ha resuelto.

Subsidiariamente a ello, contesta demanda.

Inicialmente plantea  prescripción de la acción; pues conforme el art. 7 de la ley 

26.944 (sancionada el 02/07/2014 y promulgada el 07/08/2014), el plazo para demandar al Estado 

en supuestos de responsabilidad extracontractual es de 3 años, siendo que el hecho ilícito alegado 

por la actora está dado por la apertura del Sumario Financiero Nº 646 dispuesto por la Resolución  

Nº 836 de fecha 19/09/1998; por lo que dicho plazo se encuentra ampliamente vencido. 

Realiza una negativa general de los hechos invocados por el actor.

Como punto 3.2, advierte que en caso de que se considerara que no ha operado la 

prescripción de la acción; los fundamentos de la demanda reposan sobre cuestiones que ya han  

tenido debido tratamiento por parte de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo  

Federal, Sala II y,  por  lo tanto,  pasadas a autoridad de  cosa juzgada,  respecto a la licitud del 

trámite administrativo seguido por su mandante y en punto a la responsabilidad del actor en los 

cargos que le fueron imputados.   

Realiza un relato de los hechos ocurridos, a los cuales me remito en honor a la  

brevedad. 
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Luego de ello, en el punto 3.3 desarrolla la improcedencia de responsabilidad del 

BCRA. Expone que no ha existido por parte de su mandante un accionar ilícito en la apertura del  

sumario financiero contra el Sr. Maturana, pues los cargos formulados por Resolución 345/06 tienen 

sustento en el poder de policía financiero que detenta el ente rector y reprochan el incumplimiento 

de normas específicas que regulan el funcionamiento del Sistema Financiero de acuerdo a la Ley de  

Entidades Financieras (LEF) y a las reglamentaciones por el dictadas. 

Destaca que el fallo de la CSJN en tanto remite a los alcances del fallo “Losicer”, no 

torna nulo ni inconstitucional lo actuado por mi mandante en el sumario financiero seguido contra el  

actor.

Impugna liquidación, con respecto al daño moral, en tanto el mismo debe ser cierto 

y  subsistente  al  momento  de  dictarse  sentencia  y  en  lo  atinente  a  la  procedencia  de  las 

reparaciones en materia de responsabilidad legitima del estado, la reparación debe limitarse al daño 

patrimonial, por lo que dicho rubro debe ser rechazado. Cita jurisprudencia en apoyo a su postura. 

En cuanto a la  pérdida de la chance,  cita doctrina en relación a su concepto y 

expone que dicho rubro resulta improcedente pues la apertura del sumario administrativo no implicó 

que el actor se encontrara impedido de ocupar cargos directivos en entidades financieras, pues el  

sometimiento a un sumario administrativo no constituye una causal de las previstas en el art. 10 de  

la L.E.F.

Asimismo, alega que no existe relación de causalidad entre la acción u omisión de  

su mandante y el supuesto daño sufrido por el actor. Dice que el sumario financiero se trató de una 

obligación legal o el ejercicio de un derecho propio, que en modo alguno puede convertir en ilícito su  

accionar. 

En lo que respecta al factor de atribución, manifiesta que los funcionarios de su 

mandante, al sumariar e imponer loa cargos, lejos estuvieron de haber obrado con dolo, culpa o  

negligencia, ya que medio una inspección previa, en la que se acreditaron infracciones a la L.E.F. 

   V.  A fs.  242/251,  la  parte  actora  contesta  traslado y  solicita  el  rechazo  de  las 

excepciones incoadas. 

En cuanto al planteo de prescripción, expone que el mismo debe ser rechazado en 

tanto, recién con la sentencia emitida por la CSJN el 30/10/2012 la acción está expedita y se abre la  

posibilidad de interponer la acción de daños; por ende, desde esa fecha debe contarse el plazo de 

prescripción. Cita lo prescripto por el art. 2554 del nuevo CCCN.



#21101732#307728303#20211123142353559

Poder Judicial de la Nación
Juzgado  Federal  n° 2  de  Mendoza 

Asimismo,  solicita  el  rechazo  del  planteo  de  cosa  juzgada  por  improcedente.  

Manifiesta  que  no  puede  haber  cosa  juzgada  pues  nunca  hubo  sentencia  firme  sobre  las  

imputaciones que el  BCRA le formuló a su mandante las que fueron  apeladas ante la Cámara 

correspondiente y recurridas ante la CSJN, quien finalmente revocó todo lo actuado y por ende el  

actor “ganó”.

Cita  el  caso  “Rosas”  del  Máximo  Tribunal  como  leading  case en  materia  de 

responsabilidad del Estado; y agrega que, si se demandó al Estado por la dilación indebida del  

procedimiento  penal  que  demoró  veinte  años  en  concluir,  pues  no  se  trata  de  simples  daños 

continuados que nacen de un hecho que permanece, sino de daños que nacen de una situación 

unida al transcurso del tiempo que es causa del agravamiento del daño.

Finalmente, en relación a la responsabilidad del BCRA, dice que el mismo pretende 

maliciosamente justificar  que han resultado acreditadas las infracciones  bancarias;  omitiendo lo  

resuelto por  la CSJN que ha revocado todo lo resuelto;  de allí  se desprende que el  BCRA ha 

actuado ilegítimamente, en forma arbitraria e inconstitucional.  

Se refiere asimismo al factor de atribución y reitera que a partir del fallo “Vadell” de 

la CSJN el mismo es de carácter objetivo 

Por su parte, rechaza el pedido de inhibición por improcedente y además porque la 

contraria  ha  consentido  la  competencia  de  este  Tribunal  al  no  interponer  la  excepción  de 

incompetencia al contestar demanda.

Responde también la oposición a prueba interpuesta y emite consideraciones a las 

cuales me remito brevitatis causae. Cita jurisprudencia en apoyo a su postura.

VI. A fs. 269, se da intervención al Ministerio Publico Fiscal, el que alega que el  

BCRA está sometido exclusivamente a los tribunales en lo Contencioso Administrativo Federal con  

sede en C.A.B.A por lo que corresponde hacer lugar a la solicitud de remisión de las actuaciones a 

dicha jurisdicción. 

VII. A fs. 270/271, con fecha 16/06/2015, se resuelve aceptar la inhibitoria dispuesta 

por  el  Sr  Juez a  cargo del  Juzgado Nacional  de 1º  Instancia en lo Contencioso Administrativo 

Federal Nº 4, por lo que se ordena remitir las actuaciones a dicha jurisdicción; resolución que es  

apelada  a  fs.  272  por  la  parte  actora  y  revocada  a  fs.  304/308  por  la  Cámara  Federal  de  

Apelaciones  de  Mendoza,  quien  dispuso  que  resulta  competente  para  entender  en  autos  este  

Juzgado Federal nº 2 de Mendoza.
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A fs. 317/328 vta., la parte demandada interpone recurso extraordinario, el que es 

contestado a fs. 333/352 por la actora y denegado por la Cámara Federal a fs. 354/356 vta.; razón 

por la que estos obrados volvieron a su origen.

VIII. A  fs.  368  y  vta.,  este  Juzgado Federal  resuelve diferir  el  planteo  de cosa 

juzgada efectuada por el BCRA, para el momento de dictar sentencia definitiva. 

IX. A fs. 378 y vta., el BCRA presenta nuevo apoderado, Dr. Jorge H. Caballer.

A fs. 380 se tiene por fracasada la audiencia de conciliación. 

A fs.  384  y  vta.,  se resuelve rechazar  con  costas  el  incidente  de oposición  de 

pruebas incoado por la parte demandada, difiriendo la regulación de honorarios.

X. Que  de  fs.  414/438  obran  audiencias  testimoniales  de  los  señores  Héctor 

Benélbaz  (dijo  haber  sido  abogado  del  Banco  Libertador,  v.  414/417);  Juan  Benito  Farres  

Cavagnaro, (expuso haber estado al frente del organismo provincial de control público en materia  

cooperativa en el mismo momento en que el actor era Gerente del Banco Libertador, v. fs. 418 y  

vta.); Miguel Ángel Leandro Cádiz (declaró haber trabajado como empleado en el Banco Libertador,  

v fs. 435/4536 vta.); Pedro Ernesto Abrego (manifestó haber sido cajero del Banco Libertador, v. fs. 

437/438).  

XI. A fs. 452/454 vta.,  se agrega informe psicológico efectuado por la Lic. Stella 

Maris Gómez; el que es observado por la demandada a fs. 462/467; obrando a fs. 478/481 vta., 

contestación de la Lic. Stella Maris Gómez a dicha impugnación. 

A  fs.  455/458,  luce  pericia  psiquiátrica  realizada  por  Alfonso  M.  Trionfi,  perito 

médico psiquiatra; el que es igualmente observado por la demandada a fs. 469/476; obrando a fs.  

482/484 contestación del traslado efectuada por perito actuante. 

XII. A fs. 528/530, glosa pericia contable emitida por el Lic. Guillermo José Ruviño, 

la que es impugnada a fs. 532/534 por la demandada.

A fs. 539/541 el perito contable contesta impugnaciones. 

XI. A fs. 516/517, se resuelve conceder en favor del actor el beneficio de litigar sin 

gastos y en consecuencia eximirlo del previo pago del impuesto de justicia.

XII.  A fs.  561 se clausura  el  periodo  probatorio  y  se ponen  autos  para  alegar; 

agregándose a fs. 562 los alegatos de la parte actora y a fs. 578 los de la parte demandada, con lo 

cual a fs. 579, queda la causa en estado de resolver, en definitiva.
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CONSIDERANDO:

I.  En primer lugar, dejo  aclarado que de la totalidad de los planteos y argumentos 

efectuados por las partes procederé a tratar sólo aquellos que estimo conducentes y esenciales para 

componer el litigio y fundar la sentencia. Ello, en virtud de lo resuelto por la Corte Nacional: “Los jueces 

no están obligados en la sentencia a seguir y decidir, paso a paso, todas las alegaciones de las partes” 

(CSJN, 24/3/88, LL, 1988-D-63), lo que significa, a considerar todas las cuestiones planteadas por los 

litigantes  “…sino sólo aquéllas que estimen conducentes para la correcta solución del litigio” (Fallos: 

287:230 y 294:466). El límite impuesto a la apreciación judicial está dado por la preservación de las 

garantías de “defensa en juicio” y “debido proceso legal” (art. 18º de la Constitución Nacional).

En segundo lugar y atento la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial de la 

Nación con  posterioridad  al  hecho  que  da  sustento  al  presente  reclamo,  corresponde analizar  la 

legislación de fondo aplicable al caso.

En este sentido se ha afirmado que “los hechos dañosos acaecidos antes del 1° de 

agosto de 2015 se rigen por  el  Código Civil.  Esta regla rige los siguientes aspectos: (i)  todos los 

presupuestos de la responsabilidad civil como relación jurídica obligatoria: la antijuridicidad; los factores 

de atribución; la relación causal y el daño; (ii) la legitimación para reclamar; (iii) la pérdida de chances 

como  daño  resarcible,  aún  si  se  trata  de  daños  causados  en  las  relaciones  de  consumo” 

(KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aída, “La aplicación del Código Civil y Comercial a las relaciones y  

situaciones jurídicas existentes” - Segunda Parte – Ed. Rubinzal Culzoni – 1° edición – Santa Fe –  

2016 – pág 232). 

En  virtud  de  ello,  por  aplicación  del  art.  7  del  digesto  unificado  y  la  doctrina 

precedentemente reseñada, a los fines de la determinación de la responsabilidad y análisis de sus 

presupuestos, corresponde la aplicación de la ley vigente al momento del inicio conclusión del sumario, 

incluida la etapa judicial (año 2012), es decir, el Código Civil de Vélez, hoy derogado.

Sin embargo, es útil mencionar que en materia de cuantificación del daño, la situación 

es distinta desde que corresponde aplicar a las consecuencias del hecho dañoso el Código Civil y 

Comercial de la Nación vigente desde el 1 de agosto de 2015. 

En  este  sentido  explica  Kemelmajer  de  Carlucci  que “hay  que  distinguir  entre  la  

existencia y la cuantificación del daño. La segunda operación debe realizarse según la ley vigente en el  

momento  en  que  la  sentencia  determina  la  medida  o  la  extensión,  sea  fijándolo  en  dinero  o  
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estableciendo las bases para su cuantificación en la etapa de ejecución de sentencia.” (KEMELMAJER 

DE CARLUCCI, Aída, obra citada, p 234.). 

Por ello, el análisis de los presupuestos de la responsabilidad será realizado en base al 

código velezano mientras que la cuantificación del daño deberá efectuarse teniendo en cuenta las 

pautas  que,  al  respecto,  fija  el  nuevo  Código  Civil  y  Comercial  de  la  Nación,  como  criterio  de 

interpretación aplicable.

II.  Expuesto cuanto precede, corresponde ahora adentrarme al estudio y decisión 

de las cuestiones que han sido planteadas por la parte actora en su escrito inicial de demanda y sus  

ampliaciones, las que merecieron oportunamente contestación por parte de la accionada.

Previo  a  resolver  el  fondo  de  la  cuestión,  debo  analizar  los  planteos  de 

“prescripción” y “cosa juzgada” opuestos por la demandada.

a) En cuanto a la prescripción, el quejoso plantea que el plazo para demandar al 

Estado en supuestos de responsabilidad extracontractual es de 3 años, siendo que el hecho ilícito  

denunciado estaría configurado por la apertura del Sumario Financiero; por lo que dicho plazo se  

encuentra ampliamente vencido. 

En primer lugar  y  en lo atinente al  plazo aplicable,  corresponde aclarar  que de 

conformidad al art. 4037 del código velezano vigente al momento del hecho el plazo era de 2 años y  

no el plazo trienal fijado por la ley 26.944 (responsabilidad del Estado Nacional), en tanto que esta 

norma entró en vigencia luego de acontecido los hechos que fundan la acción.

En segundo término y, en lo relativo al comienzo del curso de la prescripción, cabe  

destacar que la prescripción inicia desde el momento en que el acreedor tiene expedita su acción. 

Antes  de ese momento no puede comenzar  el  término ya que la prescripción  se funda en su  

inacción; y no puede decirse que haya inacción si el acreedor no podía accionar judicialmente. 

Nuestra  Corte  Federal  es  clara  al  respecto  al  sostener  que:  “La  prescripción  

liberatoria no puede separarse de la pretensión jurídicamente demandable, y el plazo respectivo  

sólo comienza a computarse a partir del momento en que ella puede ser ejercida.” (Fallos 308:1101)

Por ello, el principio general en la materia es que la prescripción no corre contra los 

derechos o las acciones que aún no han tenido nacimiento, y ello por cuanto si el derecho no puede 

ejercerse, mal puede exigírsele al acreedor que lo haga valer en juicio.

En materia de daños extracontractuales o aquilianos, el  plazo de la prescripción 

como regla  debe comenzar  a  correr  desde el  día  en que se ocasiona el  hecho generador  del  
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detrimento, empero también se ha ubicado el dies a quo cuando la víctima ha tomado conocimiento 

real del daño, salvo que el desconocimiento por parte del damnificado víctima provenga de una 

negligencia culpable.

Ahora bien puede acontecer que el detrimento se experimente y la prescripción no 

empiece a correr, dado que falta una decisión judicial que declare injusto el daño sufrido, ergo, no 

puede  exigirse  el  ejercicio  de  la  pretensión  indemnizatoria  dada  la  ausencia  de  uno  de  los 

presupuestos del deber de reparar que la propia “jurisdicción” tiene que proporcionar.

Hasta que esto no ocurra la acción civil no está expedita. Entiendo que ello es lo  

que ha ocurrido en el sub judice.

Desde la doctrina se ha afirmado que a los fines de demandar la reparación de los 

daños y perjuicios provocados por un presunto acto ilegítimo del Estado, es necesario previamente  

obtener  una  declaración  judicial  en  tal  sentido.  (OROZ,  Miguel  H.  E.,  “El  Acto  Administrativo  

Ilegítimo frente al reclamo de los daños y perjuicios. El cómputo de la prescripción.”,  LLBA 2006,  

pág. 19).

En otras palabras,  equivale a sostener  que en la medida que la presunción de 

legitimidad  que  gozan  no  solo  los  actos  administrativos  en  particular,  sino  todos  los 

comportamientos del Estado, no sea desvirtuado, se torna improcedente una condena reparatoria.

Como bien enseña el maestro Parellada: "... la postergación del comienzo del curso  

de la prescripción sólo es necesaria, cuando el hecho dañoso aparece cubierto por una presunción  

de  que  se  ajusta  a  derecho,  la  cual  es  necesaria  remover  para  que  la  acción  indemnizatoria  

aparezca  expedita”  (PARELLADA,  Carlos  A.,  "La prescripción  de  la  acción  indemnizatoria  y  la  

responsabilidad del Estado por error judicial", J.A., 1988-III, 74 y 759.).

Es decir cuando la ilicitud del hecho debe resultar de una previa decisión judicial, el  

término de prescripción sólo puede comenzar a partir de la fecha en que la sentencia que así lo  

declare pase en autoridad de cosa juzgada.

En el caso de autos, el actor tuvo expedita la acción a partir de la sentencia dictada 

por la Corte Nacional, el 30 de octubre de 2012, que hizo lugar a su pretensión y revocó lo actuado;  

reconociendo una “dilación irrazonable del proceso”.

Esta afirmación es de estricta lógica, dado que el actor no estaba en condiciones de 

incoar  su  reclamo hasta  tanto  hubiera  una  decisión  judicial  firme respecto  a  la  conclusión  del 

sumario administrativo. 
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Por  otra  parte  es  dable  ponderar  que  la  prescripción  liberatoria  debe  ser 

interpretada de manera restrictiva, de manera que, en caso de duda acerca de si una prescripción 

se encuentra o no cumplida, debe estarse siempre por la subsistencia de la acción civil, en este  

caso de daños y perjuicios. 

Conforme con lo que llevo dicho, y habida cuenta que la demanda fue deducida 

antes  de cumplirse los  dos años (08/07/2014),  computados desde que lo resuelto por  la Corte 

Federal oportunidad en la que adquirió autoridad de cosa juzgada (30/10/2012), la misma no está 

alcanzada  por  el  plazo  de  prescripción  bienal  del  art.  4037  del  código  velezano, por  lo  que 

corresponde rechazar la defensa de prescripción liberatoria.

b) Por otra parte, la demandada plantea de modo subsidiario, que los fundamentos 

de la demanda entablada reposan sobre cuestiones que ya han tenido debido tratamiento por parte  

de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, Sala II y, por lo 

tanto,  se encuentran pasadas a autoridad de  cosa juzgada,  en relación a la licitud del  trámite 

administrativo seguido por su mandante y en punto a la responsabilidad del actor en los cargos que 

le fueron imputados. 

Respecto a ello, vale decir que el actor recurrió oportunamente dicha decisión (la de 

la CNACAF, Sala II) ante el Superior Tribunal mediante recurso extraordinario, el que como ya se 

señaló  fue  resuelto  el  30/10/2012,  revocando  todo  lo  actuado.  De  manera  tal  que,  el  planteo  

efectuado no merece mayor análisis y debe ser rechazado. 

Resueltas  las  excepciones,  corresponde  ahora  avocarme  al  tratamiento  de  la 

cuestión de fondo. 

Conforme lo relatado por el demandante y prueba rendida en autos debo señalar 

que:

III. Hechos no controvertidos.

1°) que con fecha 30/11/1984, el Banco Central de la República Argentina inicia el 

expediente administrativo Nº 100.963/84, agregado como prueba a la presente.

2°) que el Sr. Adolfo Juan Vera Maturana, trabajó en el Banco Libertador Coop.  

Ltdo.  hasta el 06/12/1984, fecha en que fue desplazado como autoridad. 

3°) que el actor se vio sometido a una investigación en sede administrativa que se 

inició  en  el  año  1984,  ordenándose  el  sumario  administrativo  en  su  contra,  en  el  año  1989, 

culminando  recién  con  la  Resolución  N°345/06  de  fecha  22/11/2006,  notificada  al  actor  el  
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14/02/2007. Dicha resolución, le impuso como sanción una pena de siete (7) años de inhabilitación 

especial y una multa de $ 720.000 (ver expediente administrativo remitido ad effectum videndi et  

probandi n° 100.963/8).

4°) que el Sr. Vera Maturana apeló la mentada resolución, por recurso directo ante  

la Cámara Nacional  de Apelaciones  en lo Contencioso Administrativo  Federal,  Sala II  (que dio 

origen a los autos Nº 27.992/07) y hasta la sentencia emitida por la Corte Suprema de Justicia de la  

Nación (el  30/10/2012) que revocó todo lo actuado por el  BCRA (a fs.  97 de autos, obra copia 

certificada de la resolución de la CSJN.

IV. Hechos controvertidos

La controversia se circunscribe a determinar: 

a)  La responsabilidad del  Estado Nacional, en el  caso, del  Banco Central  de la  

República Argentina en la tramitación del proceso sumarial iniciado en contra del actor. 

b)   En su caso, la procedencia de los rubros reclamados,

c)  La imposición de costas y determinación de los honorarios profesionales.

Veamos.

a) En cuanto al primer punto, es necesario señalar que la pretensión indemnizatoria  

del  demandante se sustenta en la responsabilidad del  Banco Central  de la República Argentina 

(Estado Nacional) derivada de la dilación indebida del proceso sumarial al que fue sometido. No se 

ha puesto en tela de juicio una decisión administrativa —que se repute ilegítima— sino que lo que 

se imputa a la demandada es un funcionamiento anormal del procedimiento disciplinario a su cargo. 

En  consecuencia,  el  planteo  no  debe  encuadrarse  en  el  marco  de  la  doctrina 

elaborada por la Corte Suprema en materia de “error judicial”,  (que podría ser aplicada por tener la  

demandada  facultades  para  imponer  sanciones  administrativas  que  poseen  naturaleza  jurídica  

represiva y aunque se encuentran fuera del  campo del  derecho penal  común,  se considera su  

eventual  aplicación  analógica  de  los  principios  de  esta  rama  del  derecho),  sino  que  deberá 

resolverse  a  la  luz  de  los  principios  generales  establecidos  para  determinar  la  responsabilidad 

extracontractual del Estado por actividad ilícita, esto es por falta de servicio.

Es  decir  no  es  necesario  que  en  la  tramitación  del  proceso  sumarial  se  haya 

arribado a una resolución equivocada, sino que la causa del daño radica en una dilación grosera,  

prolongada, injustificada y lesiva.
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Requiere para su configuración un inicio,  que puede ser con la apertura de las 

actuaciones sumariales y la prolongación del proceso a extremos intolerables o irrazonables y de un 

final, que puede ser el archivo, el sobreseimiento, la absolución o incluso hasta la imposición de una 

sanción, como aconteció en el sub lite.

En cuanto al factor de atribución no requiere el dolo, e incluso puede tener lugar sin  

que  exista  culpa.  Sólo  es  necesario  esto  último  si  se  pretende  demandar  personalmente  al 

funcionario o responsable de la tramitación del sumario.

Pero en cuanto a la responsabilidad del Estado, basta con que la demora haya sido  

excesiva, sin justificación en relación con un objetivo legítimamente perseguido. 

Es  decir  estamos  en  presencia  de  una  responsabilidad  estatal  por  actividad 

ilegítima.  Dicha ilegitimidad está dada a partir de la “falta de servicio” por incumplimiento de las  

obligaciones  existentes  respecto  del  servicio  o  la  función  sancionatoria  que  conlleva  el  

funcionamiento anormal o irregular de la potestad regulatoria y sancionatoria del Banco Central de 

la República Argentina. 

Esa idea objetiva de “falta de servicio” encuentra fundamento en la aplicación por 

vía subsidiaria del art. 1112 del Código velezano, que establece un régimen de responsabilidad por  

los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no 

cumplir  sino de una  manera  irregular  las  obligaciones  legales  que  les  están  impuestas  (Fallos 

306:2030 y 312:1659).

En  el  caso  de  marras,  nos  encontramos  frente  a  un  acto  ilegitimo  del  Estado 

Nacional, atento a la irrazonable demora en el proceso (sumario financiero) iniciado contra el actor  

el que fuera revocado finalmente revocado por la Corte Federal. 

Este  requisito  luce  imprescindible  al  momento  de  analizar  la  procedencia  del 

reclamo, en tanto la conducta de la demandada que origina el daño (en el caso, los más de 20 años  

que el  actor  estuvo sujeto  a  proceso  sumarial)  debió  ser  necesariamente declarada ilegitima y 

dejada sin efecto; dado que la sentencia de la Cámara había ratificado lo decidido por el sumario  

administrativo. 

Ahora bien, la Corte Nacional al resolver la cuestión, remite a los fundamentos por  

ella emitidos al pronunciarse en el precedente “Losicer, Jorge Alberto” (Fallos 335:1126), sentencia 

que luce a fs. 98/107 de los presentes autos. 
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El  caso citado,  al  igual que el  ventilado en los presentes,  tuvo su origen en un  

sumario  llevado a  cabo  por  el  ente  del  sistema monetario  cuyo  objeto  fue  la  investigación  de  

diversas  infracciones  a  la  normativa  financiera;  y  que  culminó  con  la  aplicación  de  sanciones  

pecuniarias administrativas. El sumario se tramitó, durante más de veinte años, sin que operara el  

instituto de la prescripción. Llegados los autos a la CSJN, ésta examina si el  trámite vulneró la  

garantía de defensa en juicio (art. 18 de la CN) y el derecho a obtener una sentencia en un plazo 

razonable al que alude el inc. 1º del art. 8º del Pacto de San José de Costa Rica. 

Puede definirse a  las  dilaciones  como retardos,  retrasos  o  demoras  producidas 

durante el proceso a partir de la inobservancia de los plazos procesales, sin perjuicio de aquellos 

que se producen por la injustificada prolongación de los tiempos llamados "muertos" que separan a  

un acto de otro, sin sumisión a los plazos fijos legalmente determinados.

En el precedente citado por el Alto Tribunal se sostuvo que “la garantía de obtener  

un pronunciamiento sin demoras indebidas no podía traducirse en un número fijo de días, meses o  

años” (Fallos: 333:3640), pero que “su apreciación debía “presidir un juicio objetivo sobre el plazo  

razonablemente admisible para que la Administración sustancie los pertinentes sumarios” y que “la  

prolija reseña efectuada por la cámara sobre el trámite del sumario es útil para el examen sobre la  

existencia de una “demora irrazonable” 

Además señaló que “no se observa que los sumariados hayan obstaculizado el  

curso del procedimiento. Por el contrario, los prolongados lapsos de inactividad procesal –puestos  

de manifiesto por la propia autoridad administrativa- atribuibles inequívocamente al Banco Central  

se presentan como el principal motivo de la dilación del sumario” 

Lo expuesto por la Corte es un requisito fundamental, dado que si bien la dilación 

debe ser sufrida por  la persona sometida a proceso,  ésta no debe haberlas provocado con su 

intervención.

Finalmente  la  Corte  Nacional  destacó  que:  “la  irrazonable  dilación  del  

procedimiento administrativo resulta incompatible con el derecho al debido proceso amparado por el  

art. 18 de la Constitución Nacional y por el art. 8 de la Convención Americana sobre Derechos  

Humanos”. 

En relación al tratamiento efectuado por la Corte en el caso “Losicer” cabe señalar 

además que, "...el derecho a un proceso "dentro de un plazo razonable" que prevé la Convención  

Americana se fundamenta, entre otras cosas, en la necesidad de evitar dilaciones indebidas que se  



#21101732#307728303#20211123142353559

Poder Judicial de la Nación
Juzgado Federal n° 2  de  Mendoza 

traduzcan en privación y denegación de justicia en perjuicio de personas que invocan la violación de  

derecho protegidos por la referida Convención" (Com. IDH, informe 43/96, caso nº 11.430 del 15 de 

octubre de 1996).

Con respecto a la extensión y alcance del derecho a un proceso dentro de un plazo 

razonable  el  precedente  citado  dispone que “cabe descartar  que  el  carácter  administrativo  del  

procedimiento sumarial pueda erigirse en un óbice para la aplicación de los principios reseñados,  

pues en el estado de derecho la vigencia de las garantías enunciadas por el art. 8 de la citada  

Convención no se encuentra limitada al Poder Judicial —en el ejercicio eminente de tal función—  

sino  que  deben  ser  respetadas  por  todo  órgano  o  autoridad  pública  al  que  le  hubieran  sido  

asignadas funciones materialmente jurisdiccionales”.

En similar sentido, tiene dicho la doctrina que la regla según la cual quién contrae la 

obligación de prestar un servicio lo debe realizar en condiciones adecuadas para llenar el fin para el  

que ha sido establecida, siendo responsable de los perjuicios que causara su incumplimiento o su 

irregular ejecución (doctrina de los arts. 625 y 630 del Código Civil) constituye una regla "fundada  

en razones de justicia y de equidad que debe también aplicación en las relaciones ente el Estado y  

los  administrados".  (CASSAGNE,  Juan  Carlos,  "Derecho  Administrativo",  tomo  I,  Ed.  Abeledo 

Perrot, pág. 285) (la bastardilla me pertenece).

En el  sub júdice la irrazonabilidad de la duración del plazo del proceso sumarial, 

incluso fue reconocida por el propio fallo que oportunamente dictara la Cámara (v. fs. 200). 

Dicho  tribunal  de  alzada  reconoce  que:  “la  existencia  de  prolongados  lapsos  

procedimentales de inactividad, lo que se tradujo en definitiva en veintitrés años de trámite- si bien  

no  resulta  suficiente  para  tener  por  operada  la  prescripción  de  la  acción,  exige  imponer  a  la  

demandada,  una  particular  atención  a  fin  de  evitar  su  reiteración,  habida  cuenta  que  no  sólo  

contraria los principios rectores de la actividad administrativa en general, sino que también podría  

implicar, en el ejercicio de potestades sancionatorias como las desplegadas en autos, una mengua  

en  la  garantía  de  defensa  en  juicio  y  ante  la  eventualidad  de  la  nulidad  de  las  sanciones,  la  

imposibilidad de que sea reparado el  perjuicio  concreto  que a ellos les hubiera  producido esa  

prolongación “

Continua la Cámara afirmando que: “la celeridad ha de imponerse en función de la  

naturaleza de las facultades del órgano de control, toda vez que obedece al imperativo de satisfacer  

una exigencia consubstancial con el respeto con el respeto debido a la dignidad del hombre, cual es  
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el  reconocimiento del  derecho que tiene toda persona a liberarse del  estado de sospecha que  

importa la acusación de haber cometido un acto contrario a derecho, mediante un pronunciamiento  

que establezca, de una vez y para siempre, su situación frente a la norma cuya violación se le  

enrostró…”

En ambos considerandos de la resolución judicial, se advierte claramente cuál fue el  

derecho  conculcado  por  la  excesiva  dilación  del  sumario  administrativo  y  permite  explicar 

jurídicamente el nexo causal adecuado. 

Es que la exigencia de una duración razonable de los procesos constituye una 

garantía constitucional, que es parte integrante del principio de legalidad consagrado en el artículo 

18°  de la CN,  y  expresamente  también  en  los  arts.  7°  (Derecho  a la  Libertad  Personal)  y  8°  

(Garantías Judiciales) de la Convención Americana de Derechos Humanos, la cual está revestida  

de jerarquía constitucional a partir de la reforma de 1994.

La Corte Federal en el reciente precedente “Raco Marco”, de fecha 28 de octubre 

de 2021 (Fallos 344:3230) sostuvo que; “Al referirse a estas garantías adjetivas, el Tribunal destacó  

que el art. 18 de la Constitución Nacional y las convenciones internacionales de derechos humanos  

resguardan el derecho a la tutela administrativa y judicial efectiva (Fallos: 327:4185). Y es por ese  

amplio alcance que reiteró en diversas oportunidades que las garantías constitucionales del debido  

proceso  y  la  defensa  en  juicio  son  de  inexcusable  observancia  en  todo  tipo  de  actuaciones,  

inclusive  en  los  procedimientos  administrativos  de  naturaleza  disciplinaria  (Fallos:  316:2043;  

318:564; 319:1160; 324:3593). De esta manera, concluyó en que “el carácter administrativo del  

procedimiento sumarial [no impide] la aplicación de los principios reseñados, pues en el estado de  

derecho  la  vigencia  de  las  garantías  enunciadas  por  el  art.  8  de  la  citada  Convención  no  se  

encuentra limitada al Poder Judicial -en el ejercicio eminente de tal función- sino que - 21 - deben  

ser respetadas por todo órgano o autoridad pública al que le hubieran sido asignadas funciones  

materialmente jurisdiccionales” (Fallos: 335:1126). (del voto del ministro Horacio Rosatti).

Con respecto a la responsabilidad del Estado, el cimero Tribunal viene sosteniendo 

desde el año 1984:  “que la responsabilidad del estado era eminentemente directa y objetiva y se  

fundaba en la falta de servicio, la que encuentra fundamento en la aplicación subsidiaria del art.  

1112 del Código Civil, que establecía un régimen de responsabilidad por los hechos y las omisiones  

de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por  cumplir de una manera irregular  

las obligaciones legales que le están impuestas” (Fallos 306:2030).
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Esa responsabilidad directa  basada en  la  falta  de servicio  ha  sido definida por  

nuestra Corte como una violación o anormalidad frente a las obligaciones del servicio regular y,  

entraña una apreciación en concreto que toma en cuenta la naturaleza de la actividad, los medios  

de que dispone el servicio, el lazo que une a la víctima con el servicio y el grado de previsibilidad del  

daño (considerando 6° del caso Mosca, registrado en Fallos: 330:563).

La  idea  de  falta  de  servicio  es  objetiva,  se  independiza  de  la  culpa  y  permite  

responsabilizar al Estado, aun cuando no se individualice al autor del daño, pues no se funda en la  

culpa como factor de atribución sino que tiene una naturaleza objetiva. 

Según el autor Alejandro Andrada (“Nuevas problemáticas sobre la responsabilidad  

del Estado' Rev. La Ley, 2010-E-755.), el argumento para sostener tal postura ha estado ligada a 

cuatro aspectos: a) el Estado como guardián: b) el Estado como dueño de bienes u obras: c) la falta 

de servicio público: es decir, la no prestación o la defectuosa prestación de un servicio que tiene el  

deber de satisfacer; y d) omisiones de funcionarios.

En base a lo expuesto, considero que existe responsabilidad civil de la demandada,  

fundada  en  la  falta  de  servicio  (art.  1112  del  Código  Civil),  por  su  actuación  ilegítima  por 

funcionamiento anormal o irregular en la prestación del servicio de tipo administrativo y jurisdiccional  

en la que incurrió por haber dilatado irrazonable e injustificadamente el proceso sumarial y judicial 

por  más  de  28  años  impidiéndole  al  actor  liberarse  del  estado  de  sospecha  que  importó  la  

acusación sumarial de haber cometido infracciones a la ley de entidades financieras, mediante una  

resolución administrativa que establezca de una vez y para siempre su situación frente a la ley.  

Al  tratarse  de  una  responsabilidad  objetiva,  que  implica  una  presunción  de 

responsabilidad  civil,  se  requiere  demostrar  la  ruptura  del  nexo  causal  para  poder  liberar  al  

responsable, recayendo la carga probatoria correspondiente en la demandada, lo cual no se verifica 

en los presentes.

b) Zanjada  la  cuestión  relativa  a  la  responsabilidad,  debo  ahora  analizar  la 

procedencia de los rubros indemnizatorios reclamados por el actor, a la luz de las probanzas de la 

causa y de lo analizado precedentemente

En  cuanto  a  ello,  corresponde  aclarar  que  el  actor,  al  momento  de  iniciar  la 

demanda, reclamo daño material por pérdida de chance hasta la edad jubilatoria y daño moral.

En  virtud  de  ello,  comenzaré  por  tratar  el  rubro  daño  material  por  pérdida  de 

chance.
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1. Daño material por pérdida de chance

La denominada pérdida de chance se define por la desaparición de la probabilidad 

de un evento favorable o de evitar una pérdida. Es decir, que lo que se frustra es la "posibilidad" a 

partir de la cual ya no es posible fácticamente conseguir una ganancia o eludir una pérdida, cuando 

esa chance aparece como suficientemente seria.

Sostiene Leandro Vergara que:  “El elemento frustrante, pone a la víctima en una  

situación  de  menoscabo o detrimento donde la  indemnidad  se  resiente  por  exceso cuando no  

puede evitar una pérdida o por defecto si lo que se frustra es una ganancia. Al respecto se podría  

decir que con escasos matices, hay en la doctrina una opinión común. Lo que debe quedar claro, es  

que el daño se configura cuando hay una pérdida de posibilidades. Para que el daño sea resarcible  

la pérdida de posibilidades debe ser inequívoca, es decir debe ser efectiva”. (VERGARA, Leandro, 

“Pérdida De Chance. Noción Conceptual. Algunas Precisiones. Publicado en: LA LEY 1995-D, 75, 

Responsabilidad Civil - Doctrinas Esenciales Tomo II, 1419).

El rubro comprende todos aquellos casos en los cuales el sujeto afectado podría  

haber realizado un provecho, obtenido una ganancia o beneficio o evitando una pérdida, resultados 

que  fueron  impedidos  por  el  hecho  antijurídico  de  un  tercero,  generando  de  tal  modo  la 

incertidumbre de saber si el efecto beneficioso se habría producido o no, creando una expectativa, 

una  probabilidad  de  ventaja  patrimonial»  (conf.  TRIGO REPRESAS,  Félix  A.  y  LÓPEZ MESA, 

Marcelo J., Tratado de la Responsabilidad Civil, La Ley, Buenos Aires, t. I, p. 465). 

El art. 1739 del nuevo Código, al referirse a la pérdida de chance, exige para su  

procedencia que “… su contingencia sea razonable y guarde una adecuada relación de causalidad  

con el hecho generador”. 

En efecto, la pérdida de chance implica la coexistencia de un elemento de certeza y 

un  elemento  de incertidumbre.  Certeza,  en  el  sentido que,  de no mediar  el  evento  dañoso,  el  

damnificado habría conservado la oportunidad de obtener una ganancia o de evitar una pérdida  

patrimonial. Pero además, se presenta la incertidumbre de si, manteniéndose la situación de hecho 

o de derecho que era el presupuesto de la chance, la ganancia se habría en realidad obtenido, o la  

pérdida se habría evitado.

Aunque podría  parecer  evidente,  es  preciso señalar  que de manera previa a la 

cuantificación del monto indemnizatorio es imprescindible la comprobación de que se ha generado 

una oportunidad cierta, verificable y frustrada en la esfera del agraviado. 
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El actor, alega que, durante la tramitación del sumario financiero hasta el año 2007, 

estuvo imposibilitado de trabajar en un cargo jerárquico en un banco, y en base a ello reclama daño  

patrimonial por pérdida de chance desde los 48 años hasta los 65 años. Alega haber perdido la  

oportunidad de realizar una actividad jerárquica en bancos durante 17 años y haber recibido varias  

ofertas en tal sentido tanto de bancos oficiales como del sector privado.

En consecuencia, debemos analizar si dicha oportunidad de trabajar en un banco y 

en un cargo jerárquico existió en el  caso concreto y si la circunstancia de estar sometido a un  

proceso sumarial constituyó un impedimento de carácter legal para acceder a un cargo gerencial. 

Para ello,  debemos acudir  al  texto  de la Ley  21.526,  que es  la que regula  los  

requisitos exigidos para poder ejercer cargos en entidades financieras.

En este sentido el artículo 16 de la Ley de Entidades Financieras, establece que:  

“No podrán desempeñarse como promotores, fundadores, directores, administradores, miembros de  

los consejos de vigilancia, síndicos, liquidadores o gerentes de las entidades comprendidas en esta  

Ley: a) Los afectados por las inhabilidades e incompatibilidades establecidas por el artículo 264 de  

la Ley número 19.550; b) Los inhabilitados para ejercer cargos públicos; c) Los deudores morosos  

de las entidades financieras; d) Los inhabilitados para ser titulares de cuentas corrientes u otras que  

participen  de  su  naturaleza,  hasta  tres  años  después  de  haber  cesado  dicha  medida;  e)  Los  

inhabilitados por aplicación del inciso 5) del artículo 41 de esta ley, mientras dure el tiempo de su  

sanción, y f) Quienes por decisión de autoridad competente hubieran sido declarados responsables  

de irregularidades en el gobierno y administración de las entidades financieras. Sin perjuicio de las  

inhabilidades  enunciadas  precedentemente,  tampoco  podrán  ser  síndicos  de  las  entidades  

financieras  quienes  se  encuentren  alcanzados  por  las  incompatibilidades  determinadas  por  el  

artículo 286, incs. 2 y 3, de la Ley número 19.550.”

Del análisis de dicha norma no surge, que el haber estado sometido a un sumario  

administrativo financiero sea un impedimento de carácter legal, para acceder a un cargo jerárquico  

en una entidad financiera, dado que recién con la decisión administrativa que lo declare responsable  

se configuraría la inhabilidad legal prevista en el incido f) de la norma citada.

En más, según surge del propio currículum vitae acompañado (ver fs.170) el actor 

refiere haber ejercido cargos jerárquicos en empresas privadas e instituciones bancarias, indicando 

concretamente,  el  cargo de auditor  del  Banco Almafuerte Coop.  Ltdo. desde el  año 1991-1994.  

También manifiesta haber sido Auditor Regional de la misma entidad financiera desde 01/08/1989 al  
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27/08/1998  y,  por  último,  ejerció  como  Gerente  de  Administración  y  Finanzas  de  la  empresa 

Agrintsa S.A. desde el día 27/08/1997 al 30/06/1998.

A pesar de ello, el actor pretende acreditar la perdida de chance en el hecho de 

haber recibido distintos ofrecimientos laborales para integrar entidades de la banca provincial estatal  

y  nacional,  alegando no  haber  podido  acceder  a  concretar  tales  ofrecimientos  en  virtud  de  la 

existencia del proceso sumarial en su contra.

En su demanda refiere haber recibido ofertas para cargos superiores en el Banco 

de Previsión Social, Banco Almafuerte, Banco BUCI y Banco Hipotecario. Incluso alega haberse  

presentado  en  un  concurso para  la  gerencia  general  del  Banco  de  Previsión  Social,  habiendo 

superado casi todas las instancias, hasta la última.

Empero obsérvese que para probar sus dichos, no acompaña prueba instrumental y 

sólo cita  un testimonio rendido por  el  Dr.  Héctor  Benélbaz,  a  fs.  415,  quien fuera su abogado 

patrocinante en la tramitación del sumario administrativo, asistiéndolo en su defensa y prueba. (ver  

fs. 2362 y 3452 del expediente administrativo N°100.963/84). 

Dicho testigo manifiesta  que  le  consta  que el  Gobernador  de Mendoza  en  esa  

época, el Sr. Santiago Felipe Llaver, le ofreció al actor ocupar cargos directivos en el Banco de 

Previsión Social  y  que el  sumario del  Banco Central  fue un impedimento para su designación.  

También refiere el mismo testigo, la existencia de algunos ofrecimientos de dos bancos privados de 

Mendoza y vuelve a afirmar que mientras el sumario en el Banco Central no tuviera una terminación  

satisfactoria  para  el  Dr.  Vera  Maturana,  ello  constituía  un  obstáculo  legal  y  fáctico  para  ser 

designado en cualquier entidad bancaria. En similar sentido testimonia el Sr. Juan Benito Farres 

Cavagnaro a fs. 418. 

Es decir que con dichos testimonios, el actor pretende probar la existencia de una 

posibilidad laboral cierta y objetiva frustrada por la existencia del sumario administrativo financiero.

Ahora bien, al tratarse del rubro perdida de chance, debemos tener presente, tal 

como lo expresa el  maestro  Trigo Represas  que:  "...la  pérdida de una oportunidad o “chance”  

constituye una zona gris o limítrofe entre lo cierto y lo incierto, lo hipotético y lo seguro; tratándose  

de una situación en la que media un comportamiento antijurídico que interfiere en el curso normal  

de los acontecimientos de forma tal, que ya no se podrá saber si el afectado por el mismo habría o  

no obtenido una ganancia o evitado una pérdida de no haber mediado aquel; o sea que para un  

determinado sujeto había posibilidades a favor y en contra de obtener o no cierta ventaja, pero un  
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hecho  de  un  tercero  le  ha  impedido  la  oportunidad  de  participar  en  la  definición  de  esas  

posibilidades"  (TRIGO  REPRESAS,  Félix  A.,  Reparación  de  daños  por  mala  praxis  médica, 

Hammurabi, Bs. As., 1995, p. 241.).

Ello implica que a la hora de juzgar su existencia se deba tener mayor rigurosidad y  

ser analizada, observando la prueba rendida y la verosimilitud y razonabilidad que ofrece la misma 

respecto de lo reclamado,  lo cual nos debe llevar a determinar si efectivamente, al momento de 

producirse el hecho (la tramitación del sumario administrativo), existía la chance cuya indemnización 

se pretende.

Efectuadas  estas  aclaraciones  previas,  considero  que  con  el  escaso  material 

allegado no se encuentra suficientemente acreditada la posible frustración de chances laborales, al  

menos con el grado de probabilidad necesario para admitir la pretensión en el caso de autos y los 

argumentos alegados por  el  actor  o los testimonios rendidos, tampoco resultan suficientes para 

sustentarlo.

Tengo para mí que la posibilidad de acceder  a  un cargo jerárquico debe estar  

apoyada por un antecedente objetivo y verificable que permita apreciar que existió una oportunidad 

efectiva de lograr dicho beneficio y no una mera conjetura o simple posibilidad en tal sentido.

En el presente caso tenemos que la actora alega haber sufrido una imposibilidad 

fáctica y jurídica de ser nombrado en un cargo jerárquico en una entidad financiera por la existencia  

del sumario, lo cual le impidió diversas chances de acceder a cargos laborales.

Pero no hay rendida en autos, prueba concreta de una oferta laboral, por parte de  

algún  oferente,  solo  existen  testimonios  de  terceros  que  afirman  haber  conocido  propuestas 

realizadas  por  personas  ajenas al  presente  proceso,  pero  sin  indicar  fecha,  vigencia,  monto  o  

condiciones de la misma, como tampoco hay constancia de que los oferentes hayan retractado la 

misma, como consecuencia del sumario administrativo financiero.

Reitero, no se acompañó, ni se produjo, ninguna prueba directa de los mencionados 

ofrecimientos laborales, ni tampoco se ofreció el testimonio de los supuestos oferentes, para que 

pudieran ratificar su existencia, o que la falta de concreción de dichas ofertas se haya debido a la  

existencia del sumario administrativo.

Sí  existen,  en  cambio,  varias  notas  enviadas  al  actor  por  parte  de  distintas 

personalidades de reconocida trayectoria personal, profesional y académica, obrantes a fs. 71/96,  

pero las mismas versan sobre agradecimientos protocolares por la recepción de una obra intelectual  
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sobre el tema financiero de autoría del actor, como así también refieren a la capacidad académica y 

formación  profesional  del  Sr.  Vera  Maturana,  pero  en  ningún  caso  hace  mención  alguna,  a 

ofrecimientos laborales.

Es decir que, no sólo no se ha producido prueba en grado suficiente para acreditar  

la pérdida de oportunidades laborales, sino que el propio actor, reconoce en su curriculum, haber 

ejercido  cargos  de  importancia  en  instituciones  financieras  con  posterioridad  al  inicio  de  la 

investigación y del sumario administrativo, lo cual evidencia que la tramitación del mismo no impidió 

ni fáctica ni legalmente, dicho ejercicio.

En este aspecto, tiene resuelto nuestra Corte Federal, que: “Corresponde rechazar  

el  reclamo  correspondiente  a  la  pérdida  de  chance  si  no  existen  constancias  que  permitan  

determinar la existencia de un perjuicio con un concreto grado de probabilidad de convertirse en  

cierto” (Fallos: 329:3403).

 Considero que esta exigencia no se satisface con la prueba testimonial rendida en 

autos  que,  aun cuando permite pensar en la probabilidad de algún ofrecimiento laboral  por  las 

características profesionales del actor, no arroja mayor evidencia de los aspectos constitutivos de  

alguna oferta concreta, con detalle de tiempo, modo y lugar.

No  se  ha  demostrado,  por  lo  demás,  la  conexión  causal  entre  la  conducta  

antijurídica que se le atribuye a la demandada y el hecho alegado de haber perdido la posibilidad de  

acceder  a  un  empleo  en  una  entidad  financiera,  recaudo  cuya  concreta  demostración  resulta 

ineludible para tener por configurado un supuesto de responsabilidad estatal, puesto que es preciso  

constatar si los daños ocurridos fueron una consecuencia directa e inmediata de la actuación de los  

órganos de poder. Todo lo contrario, surge del curriculum vitae del actor.

Bien se ha dicho a este respecto: “El juzgador deberá demostrar, con elementos  

obrantes en la causa o fácilmente comprobables, la existencia de la chance y el porqué de su  

cuantía. De lo contrario, su fallo será defectuoso y podrá ser revocado. En esta tarea, la tarea de los  

abogados  de  quien  peticiona  juega  un  papel  central,  pues  serán  quienes  deberán  arrimar  las  

pruebas necesaria para justificar  su pretensión; el aporte de elementos estadísticos y casos de  

recurrencia de beneficios en casos similares ayudará a la configuración de una resolución fundada  

y libre de tachas de arbitrariedad” (MÁRQUEZ, José Fernando, “Valoración y cuantificación de la 

pérdida de chances”, LLC 2008 (julio), pág. 595).
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En consecuencia, considero que el rubro pérdida de chance no es procedente por  

falta de prueba suficiente.

2°) Daño Moral: 

Con  relación  al  daño  extrapatrimonial,  en  cambio,  estimo  que  el  mismo  está 

probado y es procedente.

Por este rubro, el actor al momento de demandar reclamó la suma de $ 2.700.000 y 

en  la  etapa  de  alegatos,  actualiza  su  reclamo  a  la  suma  total  de  $  10.000.000  atento  los 

padecimientos psicológicos y psíquicos sufridos a raíz de los hechos. 

             Este daño moral, según prestigiosa doctrina, puede ser definido como la privación y  

disminución de aquellos bienes que tienen un valor precipuo en la vida del hombre, que son la paz,  

la tranquilidad de espíritu,  la libertad individual, la integridad física, el honor y los más grandes  

afectos, a lo que se puede agregar que, ya sea que se caracterice como la lesión sufrida en los  

derechos extrapatrimoniales o  como el  que no menoscaba al  patrimonio,  pero hace sufrir  a  la  

persona en sus intereses morales tutelados por la ley o el que se infiere a los sentimientos, a la  

integridad física o intelectual,  o a las afecciones legítimas, es decir  que se causa a los bienes  

ideales de las personas, es condición esencial para esa indemnización que él exista o se haya  

producido (conf. LLAMBÍAS, Jorge Joaquín ob. cit. t º I, p. 271, núm. 243; CAZEAUX en CAZEAUX-

TRIGO REPRESAS, ob. cit.  tº  I,  p.  215; MAYO en BELLUSCIO-ZANNONI ob. cit.  Tº II,  p. 230;  

ZANNONI, Eduardo "El daño en la responsabilidad civil", p. 287, núm. 85; BUSTAMANTE ALSINA,  

"Teoría  General  de  la  Responsabilidad  Civil",  p.  179,  núm.  556/7;  ORGAZ,  Alfredo  "El  daño 

resarcible", p. 223, núm. 55)

Por su parte, la Corte Nacional viene sosteniendo que para la determinación del 

resarcimiento, las normas aplicables confieren a la prudencia de los magistrados un significativo  

cometido. Y en esta inteligencia, también sostiene que se impone al juez el deber de examinar, con  

suma prudencia, las pretensiones deducidas y verificar si se han producido los perjuicios que se 

reclaman,  evitando cuidadosamente no otorgar  reparaciones  que  puedan derivar  en  soluciones 

manifiestamente  irrazonables  (véase:  RITTO,  Graciela,  La  cuantificación  del  daño  moral.  Un  

abordaje novedoso y ejemplificador, LA LEY, 2008-B, 334). 

Con relación al daño psicológico alegado por el actor, tengo para mí, que el mismo 

carece de autonomía. Ello así, dado que el daño debe ser mensurado conforme la consecuencia  

provocada, siendo por ello patrimonial o extrapatrimonial, no existiendo un tercer género. El daño  
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psicológico debe evaluarse para mensurar la incapacidad física si se ha acreditado que afecta la  

capacidad  laborativa  del  damnificado,  o  para  hacer  lo  propio  en  relación  al  daño  moral  si  ha  

producido alteraciones en la esfera afectiva y espiritual del mismo.

En el caso de autos, y tal como ha sido reclamado, debe indemnizarse -tal como se 

ha solicitado- por su incidencia en la esfera extrapatrimonial del damnificado. 

Los padecimientos sufridos por el actor y que le han provocado sufrir daño moral  

surgen de la pericia psicológica obrante fs. 452/454 vta., efectuada por la Lic. Stella Maris Gómez,  

psicóloga, psicoterapeuta y máster en psicología forense.

En dicha pericia se expone, que el  Sr. Vera Maturana presenta sentimientos de 

angustia que han ido afectando su ánimo, su autoestima y desde el punto de vista social, generaron 

conductas de aislamiento o reserva social. Indica que el actor tuvo una destrucción de su proyecto 

de vida y que “Ha presentado una reacción depresiva de tipo ansiosa y sentimientos de persecución  

durante más de 20 años”.

Dicha pericia fue impugnada a fs. 462/467 por la demandada, y a consecuencia de 

su traslado al perito actuante, luce a fs. 478/481 nueva intervención de la licenciada donde amplia 

información. 

Allí  expone  que  el  trastorno  sufrido  por  el  Dr.  Vera  Maturana  es  un  trastorno 

depresivo persistente también llamado “distimia”, que es una forma de depresión continua, es decir 

“crónica”, donde “aparecen sentimientos de afectación en su auto concepto, vergüenza en especial  

en relación a su estima social, sintiéndose afectado por las acusaciones y sospechas, sin llegar a  

una justa condena”.

Concluye señalado que:  “el daño psíquico en el Dr. Vera Maturana ha constituido  

una enfermedad mental” situación que “guarda estrecha relación con los casi 20 años, en los que el  

Dr.  Vera Maturana aguardaba una definición legal  a su situación y le obligaron a cambiar  sus  

proyectos y forma de vida”.

Por  otro  lado,  obra  a  fs.  455/458,  pericia  psiquiátrica efectuada por  Alfonso M. 

Trionfi, -médico especialista en psiquiatría, quien diagnostica un cuadro depresivo severo sufrido 

por el actor (desde 1984 hasta el año 2007) “quien permanece dos años encerrado en su domicilio,  

con crisis de angustia, conductas fóbicas, retracción social, pérdida del apetito, desertización en la  

pareja,  pérdida  de  apetito  sexual,  ideación  suicidas,  trastornos  del  sueño,  vergüenza  social  y  

perdida de la vida individual”. 
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Aclara también que, la depresión como respuesta ineficiente frente a la conflictiva 

laboral, no se produce solamente por la pérdida de trabajo cuanto más por la herida emocional que 

implica la aplicación y la preservación de la vigencia del sumario, sumada a la “vergüenza social y  

personal, lo que actúa como motor de la depresión hoy subclínica vigente”.     

Finalmente,  concluye  que  “La  iniciación  laboral  en  la  carrera  administrativo  

financiera, a partir del sumario, se convierte en una relación de tintes sádicos que lo mantiene en el  

incumplimiento por tanto tiempo que paulatinamente se convierte en el eje de la actividad intelectual  

y la vida emocional (…)”.

Dicha pericia también ha sido observada por la demandada; obrando a fs. 482/484 

la contestación del especialista interviniente a la misma. En dicha oportunidad el Dr. Trionfi ratifica  

todos los términos expuestos en su pericia.

Entiendo que en el caso de autos, el rubro daño extramatrimonial o moral debe  

proceder  atento  al  tiempo que irrazonablemente  tuvo que esperar  el  actor,  hasta  la  resolución 

definitiva de su situación personal, siendo la ausencia de definición, totalmente imputable a la aquí 

demandada,  lo  que  vulneró  la  seguridad  jurídica  y  le  provocó  consecuencias  negativas  en  la 

personalidad e integridad psicofísica del Sr. Adolfo Vera Maturana.

Señala  Berger,  que  el  art.  1738  CCCN,  de  conformidad  a  la  doctrina  y 

jurisprudencia modernas, parte de la base de que el daño extrapatrimonial no sólo comprende la  

afección espiritual, o el  "daño a los sentimientos" (daño moral en sentido tradicional), sino todo  

menoscabo en la calidad de vida. Así,  la indemnización debe reparar  todas las consecuencias  

extrapatrimoniales producidas por la lesión al o a los derechos de la víctima (BERGER, Sabrina M.;  

“La prueba del daño”; LL., 2016-A, 284; Cita Online: AR/DOC/4216/2015).

Con  relación  a  la  cuantificación  de  daño extrapatrimonial,  también  se  sujeta  al 

prudente arbitrio del juzgador; en la medida que se funde adecuadamente en forma, expresa, clara  

y completa en cuanto a las razones tomadas en consideración para arribar a una suma, atento a las 

particulares circunstancias fácticas del caso concreto.

Entonces, aplicando dichas pautas al presente caso, en primer lugar, debo tener en  

cuenta, que toda persona tiene el derecho a ser juzgada en un plazo razonable de juzgamiento, 

dado que la razonabilidad de la duración de un proceso sancionador forma parte del concepto del  

debido proceso y de la garantía constitucional del derecho a la defensa en juicio, que es funcional al  

principio de inocencia.
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La importancia de dicha garantía  es  la de asegurar,  en un lapso prudencial  de 

tiempo,  un  pronunciamiento  por  parte  del  órgano  de  contralor  o  jurisdiccional  competente  en 

cualquier causa, tanto judicial como administrativa a fin de que se ponga término a la situación de 

indefinición que pudiera afectar al interesado.

Ahora  bien,  determinar  hasta  donde  la  duración  de  un  proceso  sumarial  es 

razonable, es una cuestión de hecho, que habrá que evaluar en cada caso en concreto y además 

hay que considerar, a los efectos del cálculo indemnizatorio, que no corresponde tener en cuenta la  

duración “total” del proceso sumarial, sino solamente el plazo que sobrepasa o excede lo razonable.

Es decir,  la dilación en la tramitación del  sumario que provocó el  daño moral al  

actor,  debe  ser  sólo  aquel  que  haya  sobrepasado  el  trámite  normal  de  este  tipo  de  un 

procedimiento, siendo que a partir de ese momento el daño sufrido pasa a ser “injustificado”, en  

tanto que se encuentra teñido de ilicitud. 

Para  la  determinación de  un  plazo  razonable  o  normal,  se  debe  analizar  la 

complejidad de los hechos llevados a conocimiento de la autoridad competente para juzgar,  los 

términos ordinarios de duración de procesos similares, la conducta del sumariante, el actuar del  

sumariado y la existencia de efectivos reclamos ante la supuesta dilación.

La Corte Suprema, en Fallos 344:1930, sostuvo que: “a los fines de establecer la  

razonabilidad  del  plazo  y  los  elementos  que  deben  tomarse  en  cuenta  para  ello,  la  Corte  

Interamericana de Derechos Humanos ha acudido y hecho suyas las pautas establecidas por el  

Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante TEDH) y así, siguiendo a aquel en el Caso  

Guincho vs. Portugal, ha señalado que la razonabilidad del plazo se debe apreciar en relación con  

la  duración  total  del  procedimiento  -incluyendo  los  recursos  de  instancia  que  pudieran  

eventualmente presentarse-, hasta que se dicte sentencia definitiva y firme en el asunto, con lo cual  

se agota la jurisdicción.”

En el caso de autos, teniendo en cuenta que se trató de imputaciones complejas y  

técnicas  de  naturaleza  financiera,  y  que  en  las  actuaciones  sumariales,  se  involucró  a  varias 

personas, las cuales pudieron ejercer su derecho de defensa, surge en principio, que la tramitación 

del proceso sumarial, implicó la necesidad del transcurso de un tiempo, en principio, suficiente. 

Es decir, parece razonable que un sumario de tales características y contra treinta  

personas,  (con  domicilios  en  distintas  jurisdicciones)  implique  necesariamente  una  duración 
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temporal a fin de garantizar el debido proceso a cada uno de ellos, en tanto puedan presentar su  

descargo, ofrecer prueba y producirla en tiempo propio.

Pero también se desprende del sumario administrativo, que hubieron largos plazos 

de inactividad en el trámite que no encuentran justificación razonable y que deben ser endilgados al 

obrar de la entidad aquí demandada, a lo que cabe añadir que (del otro lado) no se advierte en la  

conducta del actor, imputado en el sumario, alguna maniobra dilatoria o entorpecedora del trámite 

en cuestión.

En consecuencia, por más que pueda existir una inevitable duración del proceso 

sumarial, no debe tornarse excesiva o irrazonable, cuya máxima extensión no debería sobrepasar 

los 8 o 10 años, pero nunca, los más de veinte años que duró la indefinición de la situación sumarial  

del actor entre actuaciones administrativas y judiciales.

En estos obrados, y según surge de la compulsa de las actuaciones y de la propia  

sentencia de la Cámara y de la Corte Nacional, resulta claramente que el trámite sumarial ha tenido  

una dilación irrazonable y por ello resarcible. 

En efecto, la Cámara señaló que el período infraccional se extendió hasta el día  

29/11/1984 y al día siguiente se dictó la resolución N°686/84 mediante la cual, el  Directorio del  

BCRA, dispuso la liquidación del Banco Libertador Coop. Ltdo., la que luego, fuera transformada en 

intervención cautelar, en los términos del art. 24 de la ley 22.529.

A  su  turno,  mediante  resolución  n°  836/89,  de  fecha  19/09/1989,  se  ordenó 

sustanciar  el  sumario  financiero  n°  646  (ver  fs.  2275/2277,  cuerpo  N°11  de  las  actuaciones  

administrativas  N°100.963/4)  que  fue  notificado  al  actor,  en  fecha  15/02/1990  (ver.  fs.  2331 

actuaciones citadas, cuerpo N°12).

La etapa probatoria tuvo una duración, desde su apertura el día 29/08/1995 hasta 

que fuera cerrada el día 06/01/2000, de 5 años aproximadamente.

 El actor  solicitó la caducidad del trámite el día 30/01/2001 (fs. 3626 del cuerpo  

N°18), argumentando en dicha oportunidad, la existencia de una excesiva e injustificada demora en 

la tramitación del sumario, que afecta su derecho al debido proceso.

Considero que a los fines de determinar el momento a partir del cual el plazo de  

duración del sumario administrativo financiero se tornó antijurídico, estimo razonable fijarlo en la  

fecha, donde el propio actor solicitó la caducidad, dado que allí revela su disconformidad con la 

duración del trámite, quien desde el año 1989 se encontraba sumariado, junto a 29 personas más.
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La  irrazonabilidad  del  proceso  se  patentiza  también  porque  recién  con  fecha 

22/11/2006, (cinco años después), se dicta la resolución n° 345/06 (ver fs.3880/3910 cuerpo N°20), 

donde se impone la sanción de multa e inhabilitación para el actor. Es decir desde que se inició el  

sumario hasta que se dictó la resolución sancionatoria, transcurrieron 17 años, faltando computar la  

duración de los recursos judiciales tramitados ante la Cámara y la Corte Federal.

Lo reseñado cronológicamente permite afirmar que en el caso hubo una evidente y 

excesiva duración del trámite del proceso sumarial con aptitud causal suficiente para provocar un  

daño extrapatrimonial al actor, que debe ser indemnizado, desde el momento en que el plazo se 

tornó irrazonable o ilícito, que considero debe ser contado a partir del 30/01/2001.

Siendo procedente el rubro, corresponde analizar su cuantificación.

Al respecto, tengo presente como pauta de interpretación aplicable, lo dispuesto por 

el art. 1741 CCCN respecto del monto de la indemnización de las consecuencias no patrimoniales.  

En efecto dicha norma, establece que la indemnización debe fijarse ponderando las satisfacciones 

sustitutivas y compensatorias que pueden procurar las sumas de dinero reconocidas. 

Es decir que el daño moral pueda “medirse” en la suma de dinero equivalente para  

utilizarla  y  afectarla  a  actividades,  quehaceres  o  tareas  que proporcionen  gozo,  satisfacciones,  

distracciones y esparcimiento que mitiguen el padecimiento extrapatrimonial sufrido por la víctima.

Ese fue el criterio que utilizó la Corte Federal al resolver que: “Aun cuando el dinero  

sea un  factor  muy inadecuado de  reparación,  puede procurar  algunas satisfacciones de orden  

moral, susceptibles, en cierto grado, de reemplazar en el patrimonio moral el valor que del mismo  

ha desaparecido. Se trata de compensar, en la medida posible, un daño consumado (...). El dinero  

es un medio de obtener satisfacción, goces y distracciones para reestablecer el equilibrio en los  

bienes extrapatrimoniales. El dinero no cumple una función valorativa exacta, el dolor no puede  

medirse o tasarse, sino que se trata solamente de dar algunos medios de satisfacción, lo cual no es  

igual a la equivalencia. Empero, la dificultad en calcular los dolores no impide apreciarlos en su  

intensidad y grado, por lo que cabe sostener que es posible justipreciar la satisfacción que procede  

para resarcir dentro de lo humanamente posible, las angustias, inquietudes, miedos, padecimientos  

y tristeza propios de la situación vivida” (Fallos: 334:376, "Baeza”).

En  cuanto  a  la  existencia  de  precedentes  similares,  es  dable  rememorar  dos 

recientes pronunciamientos dictado por la  Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el 

caso “Jenkins Vs. Argentina” del 26 de noviembre de 2019 (https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/ 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/%20articulos/seriec_397_esp.pdf
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articulos/seriec_397_esp.pdf), como así también el caso “Spoltore vs. Argentina” de fecha 9 de junio 

de 2020. (https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_404_esp.pdf).

En el primer caso se analizó, entre otras cuestiones, el daño sufrido por el señor 

Gabriel Oscar Jenkins ocasionado por que las autoridades judiciales argentinas excedieron el plazo 

razonable del proceso al que habían sometido al actor (privado de libertad durante tres años y cinco  

meses, junto con el hecho de ser socialmente identificado como un narcotraficante perteneciente a  

una banda criminal), lo cual vulnera el derecho a las garantías judiciales establecido en el artículo  

8.1 de la Convención Americana. En dichas actuaciones, en concepto de daño inmaterial, la Corte  

estimó pertinente fijar en equidad, una indemnización equivalente a US$ 20.000 (veinte mil dólares  

de los Estados Unidos de América) a favor del señor Jenkins. 

En  el  caso  “Spoltore”,  también  se  reconoció  el  daño  inmaterial  al  reclamante, 

cuantificándolo en la suma de U$S 30.000, por la demora en la determinación de un reclamo en 

sede judicial, cuya duración fue de 12 años, 1 mes y 16 días.

En consideración de lo anteriormente expuesto y teniendo presente la complejidad y 

especialidad  que  se  requiere  para  juzgar  los  hechos  llevados  a  conocimiento  de  la  autoridad 

competente de contralor (la demandada), los términos ordinarios y razonables de duración de un 

proceso de similares características, la conducta del  órgano sumariante que dejó de tramitar  el  

sumario por varios lapsos de tiempo, el actuar del sumariado y la existencia de efectivos reclamos  

ante la supuesta dilación a partir  del  año 2001 como así también precedentes similares,  estimo 

prudente y razonable la suma de pesos cinco millones ($ 5.000.000), en tanto le permitirá al actor 

acceder  a  satisfacciones  sustitutivas  y  compensatorias,  tales  como  la  realización  de  un  viaje 

reparatorio y/o la compra de un bien que le permita de algún modo sobrellevar el daño ocasionado  

en esta faceta de su personalidad. 

V. Los intereses.

Dilucidada la  procedencia  del  reclamo,  corresponde  avocarse  a  la  cuestión  del  

devengamiento de los intereses, es decir desde donde computarlos.

En función de haberse cuantificado el valor del rubro daño extramatrimonial o moral 

a la fecha de la presente sentencia, corresponde determinar la tasa de interés moratoria a aplicar, la 

que será pura del 6% anual desde que el plazo de duración del sumario, se tornó irrazonable, el día  

30/01/2001 (art. 1748, CCCN) hasta la fecha de la presente decisión (momento en el que el valor se  

traduce en una suma dineraria o se cuantifica en los términos del art. 772, CCCN) y desde allí hasta  

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/%20articulos/seriec_397_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_404_esp.pdf
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su efectivo pago deberá aplicarse la tasa pasiva promedio mensual del B.C.R.A. (conf. art. 768, 

CCCN) que ha sido la tasa fijada por la Corte Federal en diversos precedentes (Fallos 326:1299 y 

Fallos: 333:31) y, más recientemente, el 18 de noviembre de 2021 en el caso “Coihue S.R.L. c/  

Santa Cruz” de competencia originaria (CSJ 3162/2004 (40-C)/CS1).

VI. Costas

En  cuanto  a  las  costas,  las  mismas  deben  imponerse  en  proporción  al  éxito 

obtenido por cada una de las partes en los términos establecidos por el art. 71 del Código Procesal 

Civil y Comercial de la Nación.

Tengo en cuenta para ello que, por un lado, la demandada ha resultado vencida en 

el aspecto principal concerniente al juicio de responsabilidad, y por otro lado, la actora vio reducida 

la cuantía de su pretensión en relación a lo reclamado, atento al rechazo del rubro daño material.

Enseña  Gozaíni  en  casos  de  vencimientos  mutuos  que:  “….la  distribución 

proporcional  del  costo  del  proceso  se fundamenta principalmente en  la equidad,  lo que puede 

colegirse fácilmente al observar que la norma comentada (art. 71) emplea la voz “prudencialmente” 

para señalar la situación excepcional que atraviesa el principio objetivo. (GOZAINI Osvaldo. Costas 

Procesales. Volumen I, Tercera Edición. Editorial Ediar, pág.227).

Así,  de  conformidad  a  lo  que  sostiene  la  doctrina  y  jurisprudencia  aplicable, 

respecto  a,  que  la  proporcionalidad  con  la  cual  deben  distribuirse  las  costas  en  caso  de  

vencimientos  recíprocos  debe  ponderarse  con  criterio  jurídico  y  no  meramente  aritmético  

(LOUTAYF  RANEA.  Rodolfo,  “Condena  en  costas  en  el  proceso  civil”,  Editorial  Astrea,  2013,  

pág.130/131), entiendo razonable imponer las costas a la demandada por el rubro en que progresó 

la demanda y a la parte actora por el que se rechaza.

VII. Los emolumentos profesionales. 

En cuanto a los honorarios, es dable destacar que si bien la ley 27.423 derogó la ley 

21.839 (art. 65), el decreto de promulgación 1077/2017 observó el art. 64 de la ley que disponía su  

aplicación inmediata a partir de su publicación a las causas en trámite sin regulación de honorarios 

firme. Ello trajo aparejadas dos implicancias.

Por un lado, que la nueva ley no entra en vigencia a partir de su publicación, sino 

que se aplica la regla general del art. 5 del Código Civil y Comercial que la establece desde el  

octavo día siguiente a su publicación, vale decir, a partir del 1 de enero de 2018.
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Por otro lado, que respecto a cuáles trabajos profesionales quedan regidos por la 

nueva ley, al quedar sin efecto el art. 64 deben aplicarse las reglas generales sobre la materia que  

indican  que  la  ley  aplicable  a  los  honorarios  judiciales  es  aquella  vigente  al  momento  de  su  

devengamiento, y que el momento de devengamiento es aquel en que se realiza la tarea a retribuir.  

Tal es el criterio sostenido por el Máximo Tribunal en los precedentes de Fallos 319:1915, 323:1128.

Al sub examine debe aplicarse la ley 21.839, toda vez que la demanda se inició el  

26/09/2013 de conformidad con lo establecido por el Máximo Tribunal en autos “Establecimiento Las  

Marías SACIFA” el 4 de setiembre de 2018 (Fallos 341:1063). 

Los  honorarios  para la representación  letrada de la  parte  actora  y  demandada, 

teniendo en cuenta el mérito y calidad de los trabajos realizados, valor económico del juicio, y el  

resultado  final  del  pleito,  y  los   vencimientos  recíprocos  se  establecen  en  el  18%  para  el  

patrocinante que actuó por la parte vencedora, con más el 35% de éste para los profesionales que  

actuaron como apoderados; y para la parte vencida, en el 14% para el patrocinante con más el 35% 

de éste como apoderado (arts. 6, 7, 8, 37, 39, 47, 61 y ccs. de la ley 21.839 modificada por la ley  

24.432). Respecto 

En  cuanto  a  los  peritos  médico  siquiatra,  sicóloga  y  contador,  considerando 

análogas razones a las expuestas ut-supra (mérito, naturaleza de la causa, extensión y eficacia de 

la labor desarrollada), y a la adecuada proporción que los honorarios de los auxiliares de la justicia 

deben tener con los que les corresponden a los profesionales de las partes (CSJN, Fallos: 300:70, 

303:1569, entre otros), se fijan en el  5% para cada uno exclusivamente por lo que prospera la  

demanda.

Dichos  porcentajes  deben  calcularse  sobre  el  monto  que  constituye  la  base 

regulatoria, sin intereses. Es que, así lo resolvió recientemente la Sala “B” de la Cámara Federal de 

Apelaciones de Mendoza en autos nº FMZ 23047364/2011/CA2, caratulados: “VALENCIA PRIETO,  

ALEJANDRO ELÍAS FRANCISCO Y OTROS c/ ESTADO NACIONAL- MINISTERIO DE DEFENSA-  

EJÉRCITO  ARGENTINO  s/  PROCESO  DE  CONOCIMIENTO  –  ACCIÓN  DECLARATIVA  

CERTEZA/ INCONST.” (res. del 8/2/2021) con sustento en jurisprudencia de la Corte Federal que 

ha establecido que los intereses no integran el  monto del  juicio a los  fines  regulatorios  (Fallos 

330:704;  325:1823;  entre  muchos  otros),  pues  ellos  son  el  resultado  de  una  contingencia  

esencialmente variable y ajena a la actividad profesional (Fallos: 322:2961 y causa CSJ 1133/2003  
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(39-S)/CS1  “Shell,  Compañía  Argentina  de  Petróleo  S.A.  c/  Neuquén,  Provincia  del  s/  acción 

declarativa de certeza”, sentencia del 10 de agosto de 2010)” (Fallos 340:207).

Pero además, y esto es fundamental, a renglón seguido la Alzada señaló:  “Por lo  

que, debe adoptarse el criterio de nuestro Máximo Tribunal, el cual debe ser seguido, conforme  

afirmación de la propia Corte en cuanto que: “es deseable y conveniente que los pronunciamientos  

de  esta  Corte  sean  debidamente  considerados  y  consecuentemente  seguidos  en  los  casos  

ulteriores, a fin de preservar la seguridad jurídica que resulta de dar una guía clara para la conducta  

de los individuos; …más con parejo énfasis cabe igualmente aceptar que esa regla no es absoluta  

ni rígida con un grado tal que impida toda modificación en la jurisprudencia establecida…” debiendo  

existir “causas suficientemente graves, como para hacer ineludible tal cambio de criterio”  (Fallos: 

248:115; 329:759; 337:47). En los presentes obrados, no existe causa suficientemente grave como 

para  apartarnos  del  criterio  expuesto,  por  lo  que  el  mismo  debe  respetarse  y  aplicarse  en  

consecuencia.” 

Finalmente sostuvo que: “En idéntico sentido ya ha resuelto esta Sala “B” en autos 

Nº FMZ 82122039/2012/CA1-CA2,  caratulados:  “LANDA, LUIS ARNOBIO c/  ADMINISTRACIÓN  

NACIONAL  DE  LA  SEGURIDAD  SOCIAL  (ANSES)  s/  EXPEDIENTES  CIVILES”,  de  fecha 

29/05/18.” 

Con el mismo criterio se ha expedido la Sala “A” en autos FMZ Nº 81174270/2012  

caratulados: “PINELA, SEBASTIAN LEOPOLDO c/ UNIVERSIDAD DE SAN LUIS s/ RECLAMOS  

VARIOS” con fecha 31/08/2018 y, posteriormente, en la causa FMZ Nº 24040319/2011 rotulada:  

“FLOWSERVE  S.R.L.  c/  AFIP-DGI  s/  PROCESO  DE  CONOCIMIENTO  –  CONTENCIOSOS  

ADMINISTRATIVOS” el 25/08/2020.

Así las cosas, teniendo en cuenta el  monto por  el  que prospera la demanda, la 

suma de $ 5.000.000 y por el que no prospera en la suma de $ 2.700.000 estimo adecuado regular  

los honorarios de los profesionales que han intervenido en el proceso de la siguiente manera: A la 

parte vencedora por lo que prospera la demanda, le corresponde: al  Dr. Leandro Nicolás Lanci, 

como apoderado del actor la suma de $ 315.000 y a los Dres. Alberto Bianchi y José Luis Correa, 

ambos en conjunto, como patrocinantes, en la suma de $ 900.000. A la parte vencida por el Banco 

Central de la República Argentina, Dra. Perla Ostropolsky, Dres. Ignacio Galiotti y Jorge Caballer  

como patrocinantes y apoderado en forma conjunta y en el doble carácter, la suma de $ 945.000. 

En relación al rubro que no prospera, le corresponde: A la parte vencedora, le corresponde: por el  
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Banco Central  de la República Argentina, Dra. Perla Ostropolsky, Dres. Ignacio Galiotti  y Jorge  

Caballer como patrocinantes y apoderados en forma conjunta y en el doble carácter, la suma de $ 

656.100 y  A la parte vencida, le corresponde al  Dr. Leandro Nicolás Lanci, como apoderado del 

actor la suma de $ 132.300 y a los Dres. Alberto Bianchi y José Luis Correa, ambos en conjunto, 

como patrocinantes, en la suma de $ 378.000. 

Al perito contador Guillermo José Ruviño la suma de $ 250.000.

A la perito psicóloga Stella Maris Gómez la suma de $ 250.000.

Al perito psiquiatra Alfonso M Trionfi la suma de $ 250.000.

Por lo expuesto, 

RESUELVO:

1º) HACER LUGAR parcialmente a la demanda entablada por el Sr. Alfonso Juan VERA 

MATURANA contra el Banco Central de la República Argentina, atento su calidad de responsable 

directo del daño sufrido por la excesiva dilación del trámite del Sumario Financiero n° 646/84 y en  

consecuencia condenar a ésta última a pagar al nombrado, la suma total de Pesos Cinco Millones 

($ 5.000.000) con más los intereses computados de acuerdo a lo descripto en el considerando V, 

hasta su efectivo pago.

2º) IMPONER las costas, en proporción al éxito obtenido para cada una de las partes, a la 

demandada por el rubro en que progresó la demanda y a la parte actora por el que se rechaza.  

(arts. 71 y ccs. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

3º) REGULAR los honorarios de los profesionales intervinientes de la siguiente manera: 

A la parte vencedora por lo que prospera la demanda, le corresponde: al Dr. Leandro Nicolás Lanci, 

como apoderado del actor la suma de $ 315.000 y a los Dres. Alberto Bianchi y José Luis Correa, 

ambos en conjunto, como patrocinantes, en la suma de $ 900.000. A la parte vencida por el Banco 

Central de la República Argentina, Dra. Perla Ostropolsky, Dres. Ignacio Galiotti y Jorge Caballer  

como patrocinantes y apoderado en forma conjunta y en el doble carácter, la suma de $ 945.000.  

En relación al rubro que no prospera, le corresponde: A la parte vencedora, le corresponde: por el  

Banco Central  de la República Argentina, Dra. Perla Ostropolsky, Dres. Ignacio Galiotti  y Jorge  

Caballer como patrocinantes y apoderados en forma conjunta y en el doble carácter, la suma de $ 

656.100 y  A la parte vencida, le corresponde al  Dr. Leandro Nicolás Lanci, como apoderado del 

actor la suma de $ 132.300 y a los Dres. Alberto Bianchi y José Luis Correa, ambos en conjunto, 

como patrocinantes, en la suma de $ 378.000. Al perito contador Guillermo José Ruviño la suma de 
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$ 250.000.  A la perito  sicóloga Stella Maris  Gómez la suma de $ 250.000.  Al  perito  psiquiatra  

Alfonso M Trionfi la suma de $ 250.000.

Protocolícese. Notifíquese

MPG/ RAM


		2021-11-23T14:41:50-0300
	PJN
	Poder Judicial de la Nacion Argentina




